P. 71.946 - "Hassoun, Emilio Alejandro s/ robo".


SUPREMA CORTE DE JUSTICIA

PROVINCIA DE BUENOS AIRES

P. 83.909 - "Verbitsky, Horacio. ‑representante del Centro de Estudios Legales y Sociales‑. Habeas corpus. Rec. de casación. Rec. extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley".

///PLATA, 24 de noviembre de 2006.

AUTOS y VISTO:

El estado de la presente causa P. 83.909 caratulada "Verbitsky, Horacio. ‑representante del Centro de Estudios Legales y Sociales‑. Habeas corpus. Rec. de casación. Rec. extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley", la presentación efectuada con patrocinio letrado por la parte actora caratulada “SOLICITA AUDIENCIA PÚBLICA. INFORMA. PROPONE MEDIDAS”, lo actuado hasta el presente en los referidos autos y sus relacionados,; y

CONSIDERANDO:

Que sin adelantar ningún tipo de opinión sobre lo peticionado, resulta conveniente para mayor ilustración del Tribunal requerir que los señores magistrados con competencia en materia penal brinden datos actualizados que permitan tanto apreciar la evolución de la delicada situación objeto de la presente, como coordinar los cursos de acción a desplegar para que no colisionen con los que se encuentran ejecutándose o en etapa de elaboración, en virtud de las diversas actuaciones que se hallan a consideración del Cuerpo en virtud del ejercicio de la competencia que la Constitución le otorga tanto en materia jurisdiccional como de superintendencia.
Por ello, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia, en uso de sus atribuciones,

RESUELVE:

1º) Ordenar que los señores Presidentes de la totalidad de las Cámaras de Apelación y Garantías en lo Penal de la Provincia de Buenos Aires, informen a esta Corte en un plazo máximo de 10 (diez) días si a la fecha se encuentran detenidas personas menores y/o enfermas en comisarías y demás dependencias policiales con asiento territorial en el respectivo Departamento Judicial.

2º) Disponer que de resultar afirmativa la encuesta, deberá consignarse detalladamente el magistrado a cuya disposición se encuentran los detenidos y las razones que puedan haber existido para que no se diera cumplimiento a lo ordenado, toda vez que a partir del dictado en autos de la resolución del 11 de mayo de 2005 (Nº 58, registro de la Secretaría Penal), no debía admitirse ni disponerse la detención de personas que reunieran tales condiciones en dichas dependencias.

3º) Requerir que del mismo modo, cada magistrado, en el ámbito de su competencia ‑y de existir‑ describa cualquier disfuncionalidad en las constataciones producidas al extremar la vigilancia acerca de la observancia de las Reglas Mínimas para el tratamiento de Reclusos de las Naciones Unidas; así como ‑en su caso‑ las medidas adoptadas en orden a hacer cesar toda eventual situación de agravamiento de la detención de las personas, que importe un trato cruel, inhumano o degradante o cualquier otro susceptible de acarrear la responsabilidad internacional del Estado Federal.
4º) Determinar que los informes producidos por los respectivos órganos inferiores deberán ser recopilados directamente bajo responsabilidad de cada Presidente de las Cámaras de Apelación y Garantías en lo Penal, los que con expresa enunciación de la totalidad de los organismos jurisdiccionales con competencia en materia penal y de menores departamentales ‑aunque no hubiere novedades que consignar‑ de manera orgánica, sistematizada y tabulada deberán reproducirlos en lo esencial y elevar los datos requeridos en un solo documento al señor Presidente del Tribunal de Casación Penal ‑dentro del plazo perentorio e improrrogable estipulado en el artículo 1º‑, a quien se encomienda que previo verificar que cada uno se encuentre completo y debidamente confeccionado conforme lo antes dispuesto, lo elevará no bien lo compruebe a esta Corte ‑por intermedio de la Secretaría Penal del Tribunal‑; quedando facultado para adoptar las medidas pertinentes tendientes subsanar con la mayor premura cualquier error u omisión en los datos requeridos o en la confección del informe, o a solicitar las ampliaciones y/o aclaraciones a las que hubiere lugar (conf. Ac. 2950 y 3020 ‑esp. ap. III‑).
5º) Disponer que la documentación que avale los datos que cada Presidente suministre en virtud de la presente, quedará archivada en las respectivas Cámaras departamentales a disposición de esta Corte (a la que bajo ninguna circunstancia podrá elevarse por separado).

6º) Dejar debida constancia que en todos los casos el incumplimiento de lo ordenado en esta resolución será considerado falta grave a los efectos que hubiere lugar.

7º) Regístrese, comuníquese a la Procuración General, al Tribunal de Casación Penal y a los Presidentes de las Cámaras de Apelación y Garantías en lo Penal para su estricto cumplimiento.

Sin perjuicio de lo dispuesto, para facilitar su inmediata difusión remítase copia de la presente por medio del correo electrónico oficial.

FIRMADO: FRANCISCO HÉCTOR RONCORONI. Presidente. Ante mí: JOSÉ SALVADOR GULLERMO. Subsecretario.
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